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En este artículo abordamos diversos as-
pectos de las políticas públicas, tomando 
como ejemplo la seguridad ciudadana. El 
orden que seguimos es semejante al que 
desarrollamos en nuestro artículo anterior 
sobre políticas públicas publicado en esta 
revista, edición 11, agosto 2008, con la idea 
que el lector pueda relacionar el enfoque 
conceptual general con un caso concreto.
Sobre el concepto
Para empezar veamos el concepto, univer-
so y dimensiones de seguridad ciudadana.
En 2002 formulamos el concepto de seguridad 
ciudadana como la facultad que tiene toda 
persona, natural o jurídica, a desenvolverse 
cotidianamente libre de amenazas a su vida, 
libertad, integridad física, psíquica y, cultural, 
lo mismo que al goce de sus bienes. Es un de-
recho humano, consignado en las Constitucio-
nes, en el artículo 3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de Naciones Uni-
das, y la Declaración de la OEA en Montrouis.
Una muestra de problemas pertenecientes al 
universo de seguridad ciudadana es: expen-
dios y consumo de drogas, pandillas, violen-
cia intra familiar y sexual, robos, abigeato, 
accidentes de tránsito, violaciones, contraban-
do, riñas vecinales, amenazas, robos de auto-
motores, tráfico de ilegales, asaltos a bancos, 
estafa informática, tele puertos, homicidios, 
asesinatos, alteración del orden público, cri-
men organizado, etc. La mayor o menor pre-
sencia de estos problemas, delitos y/o faltas 
provocan menor o mayor nivel de seguridad 
ciudadana y, percepción de seguridad. Tam-
bién se está dentro de dicho universo cuando 
se aborda el accionar de la Policía Nacional, 
sistema de justicia penal, Sistema Penitencia-
rio, Dirección General de Migración y Extran-
jería, inseguridad internacional, entre otros.
Tiene dos dimensiones fundamentales, los 
hechos y el sentimiento de seguridad. Ambos 
están unidos, pero su relación no siempre es 
directamente proporcional. De los primeros 
– los delitos, faltas, violencia y accidentalidad 
– se puede ser comisor, víctima, testigo, apa-
recen en los medios de comunicación, esta-
dísticas; mientras el sentimiento (percepción) 
de seguridad es un producto (construcción) 
cultural, donde interviene el pasado, presente 
y la visión de futuro de cada persona y, depen-
diendo de los resultados de esa mezcla, cada 
cual percibe el grado de seguridad de su vida.
Conforme al concepto de políticas públicas 
que sostenemos, la Policía Nacional, como 
institución del gobierno de Nicaragua, ha im-
pulsado - en conjunto con otros actores – po-
líticas relacionadas con la violencia intrafa-
miliar y sexual, juventud, y relaciones con la 
comunidad, entre otras. De la misma manera, 
ante hechos repentinos ha desarrollado políti-
cas como la de pólvora a raíz de la explosión de 
un taller de pólvora en Nandaime en que pere-
cieron 12 personas, en noviembre 2006. En el 
impulso de esta política participaron actores 
como Ministerio de Salud, Dirección General 
de Bomberos, dueños de talleres de pólvora, 
comerciantes de pólvora, Dirección General 
de Aduanas, padres y madres de familia, etc.
Problemas y agenda pública (y gubernamental)
En primer lugar es saludable precisar que los 
problemas de seguridad ciudadana son proble-
m a s 
s o -
c i a l e s 
- no policia- les 
– y como tales hay que abordarlos con una 
perspectiva de prevención que interre-
lacione lo social, situacional y, policial, 
cruzada por una mirada de transversali-
dad, local, género, coordinación interins-
titucional y, participación comunitaria.
Estos problemas acceden a la agenda pública 
puesto que la mayoría de las personas perci-
ben un cierto grado de inseguridad y por tan-
to están de acuerdo que se aborden y busque 
su solución. No es un grupo el que lo consi-
dera problema, sino la (gran) mayoría de la 
población, lo que lo hace adquirir la calidad 
de problema público. Igualmente el gobierno 
(central, regional, local) lo hace suyo como 
problema puesto que es el actor y responsable 
principal para enfrentar y buscarle solución a 
los problemas públicos. Este lo incorpora en 
la agenda gubernamental, siendo la Policía 
Nacional la institución que tiene como mi-
sión, entre otros puntos, proteger la vida, la 
integridad, la seguridad de las personas y el li-
bre ejercicio de los derechos y libertades de los 
ciudadanos, etc. La policía por sí sola no pue-
de enfrentar los problemas, necesita articular 
esfuerzos con los actores sociales que tienen 
relación directa con dicha problemática a ni-
vel nacional, regional, local, (e internacional).
Ahora bien, en la sociedad los diversos gru-
pos, sectores y organizaciones despliegan 
sus esfuerzos para lograr ubicar lo que con-
sideran problemas principales de seguridad 
en la agenda, de tal manera que el arribo es 
producto de un ir y venir entre actores socia-
les, incluyendo la policía. Existen amenazas 
nacionales – e internacionales – así como de 
carácter local y regional, llegándose a con-
sensos alrededor de diversas agendas, tanto 
nacionales como regionales y, municipales.
El caso de seguridad ciudadana, a diferencia 
de otros problemas, se inscribe en la agenda 
pública (y gubernamental) procedente del 
encuentro de la oferta gubernamental y, de 
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la demanda ciudadana. O sea, es un pro-
ceso en que el gobierno con una mayoría 
de actores reinician continuamente el ciclo 
de las políticas puesto que están de acuer-
do en que es un problema público. En fin, 
hay un consenso nacional sobre la necesi-
dad de impulsar políticas en este ámbito.
El proceso de las políticas
Las políticas públicas relacionadas con segu-
ridad ciudadana son dinámicas, los proble-
mas – con sus altibajos - son continuos lo mis-
mo que su inclusión en la agenda, mientras 
la formulación se desarrolla desde aquellas 
en que concurren avances de ordenamiento 
y sistematización como las relaciones poli-
cía – comunidad hasta las que, ante hechos 
repentinos, denotan más la combinación de 
precisión de objetivos, acciones y aplica-
ción de la ley como en el caso de la pólvora.
Esquematizando el análisis diremos que 
la fase de implementación es constante, 
siendo recomendable efectuar procesos de 
balance acerca de las bondades y debilida-
des para reajustar sobre la marcha, opor-
tunidad que brinda el monitoreo y evalua-
ción de las políticas. En dichos balances, 
vale la pena tomar en cuenta no solo la 
comparación entre lo diseñado y lo imple-
mentado sino también rescatar hechos que 
no estaban previstos y que saltan como 
oportunidades que habría que aprovechar 
para concretar una gestión y política que 
satisfaga las necesidades de la población.
Igualmente son interactivas puesto que se 
realizan en comunión con diversos actores 
sociales ya sean gubernamentales, locales, 
regionales, empresa privada, organismos no 
gubernamentales, etc. La profundización de 
la interactividad es un elemento clave para 
avanzar en políticas con mayor calidad y 
calidez. Igualmente deben ser iterativas, o 
sea lo suficientemente flexible para adap-
tarse y realizar ajustes sobre la marcha en 
cualquiera de los momentos del proceso, 
con miras a implementar una gestión de po-
líticas que logre resultados en el desarrollo.
Algunos retos
El ámbito de seguridad ciudadana es muy 
amplio, lo que conlleva que necesariamente 
existan diversas políticas – decisiones, objeti-
vos, acciones – dirigidas a contribuir a lograr 
mejores horizontes de seguridad en el país. 
La reflexión y análisis continuo sobre la im-
plementación de las políticas es un paso im-
portante para ajustar los procesos de trabajo 
en función de coproducir desde, por, para 
la comunidad mejores niveles de seguridad 
y percepción de seguridad que contribuyan 
a elevar la calidad de vida. El monitoreo y 
evaluación de los resultados e impactos de 
la implementación así como de la actuación 
policial, lo mismo que la interactividad e ite-
ratividad son soportes básicos de ese proceso.
A partir del fracaso 
que sufrieron los 
planteamientos de 
la teoría liberal de la 
economía (posterior 
a la depresión de los 
años 30), aparece la 
teoría keynesiana 
proponiendo la 
necesidad de un 
estado fuerte con funciones reguladoras de 
las actividades económicas a fin de poder 
dinamizar la demanda efectiva y sacar al 
sistema del profundo periodo recesivo en 
que había caído.
Durante esa época comenzaba a tener 
importancia el sector de hidrocarburos 
en la matriz energética que mueve la 
economía, el cual por su propia naturaleza 
de recurso fácilmente agotable y generador 
de estructura de mercados monopólica u 
oligopólica requería de un control por parte 
del estado en las etapas de exploración, 
extracción, refinamiento y distribución, con 
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La regulación del sector de hidrocarburos, una paradoja 
keynesiana en los albores de más de medio siglo de 
políticas neoliberales
el objetivo de mantener regulado uno de los 
elementos fundamentales del precio relativo 
de cualquier economía.
En la década de los setenta e inicios de los 
ochenta, la teoría keynesiana sufrió grandes 
cuestionamientos, siendo sustituida por el 
enfoque neoliberal que pone como sus dos 
principales planteamientos, por una lado la 
necesidad de que sea el mercado el mejor 
asignador de los recursos de la economía y 
por otro lado, la perdida de beligerancia del 
estado con respecto al manejo y regulación 
de los principales sectores de la economía 
(entre ellos el sector de hidrocarburos). Esto 
implica que el estado debería dedicarse 
a actividades de menor importancia, que 
el mercado no está interesado en asumir 
(seguridad ciudadana, realización de 
trámites burocráticos, etc.).
Lo anterior también le otorgó a las principales 
instituciones del mercado (las empresas 
multi y transnacionales) la posibilidad de 
manejar los diferentes eslabones del sector 
de hidrocarburos formándose rápidamente 
monopolios estructurales (las siete hermanas 
del sector de hidrocarburos y la OPEP) que 
en menos de un quinquenio (a partir de 
1973) hicieron subir el precio del barril del 
petróleo de cuatro dólares a más de doce 
dólares, luego a más de 20 dólares (segunda 
crisis petrolera 1979) y a más de cien dólares 
en la actualidad.
Como resultado del boom de crecimiento 
económico que tuvieron los países desar-
rollados (dueños de las transnacionales 
petroleras) y los miembros de la OPEP en 
la década de los setenta, el problema no 
llegó a niveles alarmantes como producto de 
la generación de un proceso de reciclaje de 
recursos financieros (petrodólares) de países 
ricos hacia países en vías de desarrollo que 
fueron viendo cómo sus déficit públicos y 
endeudamientos externos crecían a un ritmo 
estrepitoso, hasta que en 1982 se rompió la 
burbuja de ilusión financiera lo que des-
